
RESPETADO JUEZ,
HERNÁN ANDRÉS GONZÁLEZ BUITRAGO
JUZGADO TREINTA Y TRES (33) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ
BOGOTÁ
E. S. D.

Demandante: Lelio Parra Gonzalez
Demandado: Luis Alejandro Ricaurte González
Asunto: Contestación de la demanda
Referencia: Proceso de Restitución de Inmueble Arrendado

ORLANDO J. GONZÁLEZ R., abogado, identificado con cédula de ciudadanía No.
1.032.463.557 de Bogotá, portador de la Tarjeta Profesional No. 299,158 del Consejo
Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado del señor LUIS
ALEJANDRO RICAURTE GONZÁLEZ, ciudadano colombiano, identificado con
cédula de ciudadanía 13.478.470 de la ciudad de Cúcuta, me permito CONTESTAR
DEMANDA, dentro del término y oportunidad legal pertinente, instaurada por el
señor LELIO PARRA GONZALEZ identificado con número de cédula 4.093.858 en
contra de mi cliente, en los siguientes términos:

I. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA
DEMANDA

Nos oponemos a todas y cada una de las pretensiones formuladas por la parte
demandante, y frente a cada una de ellas me permito exponer las siguientes razones:

Primera: Nos oponemos a esta pretensión en el entendido de que, para que opere el
numeral 2 del artículo 518 del Código de Comercio, el arrendador debe realizar el
desahucio demandado por el artículo 520 del Código de Comercio “con no menos de
seis meses de anticipación a la fecha de terminación del contrato”. (Negrita propia)

En ese sentido, debe indicarse al señor Juez que, al igual que se hizo modificación de
los términos contractuales con relación al precio del canon que para el inicio del
contrato ascendía a un millón de pesos únicamente, en marzo de 2010 se acordó de
manera verbal entre el arrendador y el señor Ricaurte, en presencia de la esposa y la
hija del señor Ricaurte, que el término contractual sería desde ese momento de 5
años y que se iría renovando por el mismo término.



En ese sentido, el término contractual que está vigente actualmente comenzó a regir
en marzo de 2020 y termina en marzo de 2025 y, por lo tanto, el arrendador, aunque
cumplió con la carga legal que le es impuesta en los términos del artículo 520 del
Código de Comercio, en este momento puede solicitar la terminación del contrato
pero sólo puede hacerse efectiva hasta el momento del vencimiento, que es el mes de
marzo de 2025.

Segunda: Nos oponemos a esta pretensión en consecuencia de la imposibilidad de
declarar la terminación del contrato hasta marzo del año 2025, de cara a los
presupuestos legales para invocar la excepción a la renovación automática
establecida en el artículo 518 numeral 2 del Código de Comercio.

Tercera: Nos oponemos a esta pretensión al faltar más de dos años para que el
contrato de arrendamiento que está actualmente  vigente termine.

Cuarta: Nos oponemos a esta pretensión toda vez que mi cliente ha consignado
cumplidamente los cánones generados en razón al contrato de arrendamiento como
se demostrará con los soportes que se anexan a esta contestación.

Quinta: Nos oponemos a esta pretensión en el entendido de que no se debe
condenar a mi cliente al pago del canon ya que el señor Ricaurte lo ha hecho
cumplidamente durante los más de 18 años que tiene el inmueble objeto del presente
proceso en calidad de  arrendatario.

II. RESPUESTA A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

Hecho 1: No es cierto. De acuerdo al certificado de tradición del inmueble el señor
Parra González no es el propietario del inmueble objeto de este proceso.

Hecho 2: Es parcialmente cierto. Aunque se suscribió un contrato de arrendamiento
en el 2004, ese contrato no es el que está actualmente vigente debido a que este se ha
renovado, no solo se ha prorrogado. Es decir, los términos contractuales se han ido
modificando por las partes de manera verbal a lo largo del tiempo, tanto así que ya
no se paga un millón (1´000.000) de pesos de canon sino tres millones novecientos
mil (3´9.000.000), y ya el contrato no tiene un término de duración de un año sino de
cinco años.

Hecho 3: Es cierto.

Hecho 4: Es parcialmente cierto. Aunque el señor Parra González sí envió desahucio
el día 2 de agosto del año 2021, el desahucio lo envió con más 3 años de anticipación
toda vez que el contrato de arrendamiento actualmente vigente vence en marzo de
2025, por lo que actualmente no tiene el derecho solicitar la terminación inmediata
del contrato invocando la excepción contenida en la causal 2 del artículo 518 del
Código de Comercio.



III. EXCEPCIONES DE MÉRITO

A. EXCEPCIÓN DE PAGO

Aunque la parte demandante alega de manera general que mi cliente no ha realizado
pagos de los cánones que le corresponden pagar sin especificar las fechas que
supuestamente se adeudan, debemos afirmar categóricamente que mi cliente ha
cumplido con el pago de cada uno de los meses durante los más de 18 años que lleva
como arrendatario del local comercial.

Es importante anotar que desde el mes de marzo del año 2022, el señor Parra
González ha sido renuente en recibir el pago de los cánones de arrendamiento por lo
que, desde dicho mes hasta la fecha, se han hecho depósitos judiciales en el Banco
Agrario de acuerdo a la ley.

Esos depósitos del arrendamiento se han enviado por correo certificado de la
empresa INTER-RAPIDÍSIMO a la dirección física del señor Parra González y este
siempre se ha negado a recibirlos. Como prueba de lo anterior se anexan todos los
depósitos realizados con el respectivo sello de la empresa INTER-RAPIDÍSIMO que
prueba el envío del depósito a la dirección física del señor Parra González.

En ese sentido, una vez se corrobore que los pagos sí se han hecho y que la parte
demandante alegó falsamente que mi cliente no ha realizado los pagos, se condene al
señor Lelio Parra González a la sanción contemplada en el artículo 384 del Código
General del Proceso consistente en el 30% de los valores depositados que ascienden a
la suma de veintitrés millones cuatrocientos mil (23´400.000) pesos.

B- EXCEPCIÓN POR NO HABERSE CUMPLIDO EL TÉRMINO DE DURACIÓN
CONTRACTUAL

Como se probará por medio de la declaración de parte de mi cliente, los testigos que
estaban presentes en el momento en que se generaron los nuevos acuerdos
contractuales, y el interrogatorio de parte que se adelantará, desde el mes de marzo
de 2010, el término de duración del contrato de arrendamiento es de cinco años y sus
prórrogas se dan por igual tiempo.

Es importante que el señor Juez tenga en cuenta que después del 2004 el contrato de
arrendamiento se comenzó a renovar de manera verbal y todas sus modificaciones
de esa fecha para adelante se hicieron de la misma manera.

Principalmente, el contrato de arrendamiento fue prorrogado año tras año hasta el
2010, modificando únicamente el valor del canon de arrendamiento que se pagaba.
En marzo del 2010, por una solicitud de parte de mi cliente al señor Parra González
en aras de tener garantía sobre un punto de venta que para esa fecha ya tenía una
clientela importante y un punto comercial construido durante seis años, acordaron



que el contrato sería por cinco años con prórrogas del mismo término, siempre y
cuando mi cliente aceptara los incrementos anuales del valor del canon según lo que
estableciera el señor Parra acorde con las condiciones del mercado inmobiliario de la
zona.

De esa manera, esos nuevos términos contractuales comenzaron a regir desde el
2010, se prorrogaron en el 2015 y su última prórroga fue en marzo de 2020, de
acuerdo a lo que mi cliente acordó con el señor Parra González a finales de 2019,
quedando como nueva fecha de vencimiento el mes de marzo de 2025.

Esos nuevos términos contractuales se habían respetado hasta el mes de agosto de
2021 en el que, de manera sorpresiva y arbitraria, el señor Parra envió una carta de
desahucio a mi cliente pidiendo que le entregara el local en el mes de marzo de 2022,
cuando apenas a finales de 2019 mi cliente y el demandante, en presencia de la
esposa de mi cliente, se había acordado renovar el contrato por otros cinco años
desde marzo de 2020.

En la ley comercial se establece que, para que se pueda apelar a la excepción de
renovación automática del contrato de arrendamiento de local comercial después de
que han pasado más de dos años de la relación contractual, el desahucio debe
realizarse por lo menos seis meses antes de la terminación del contrato. Así lo
establece el artículo 520 del Código de Comercio:

“En los casos previstos en los ordinales 2o. y 3o. del artículo 518, el propietario desahuciará al
arrendatario con no menos de seis meses de anticipación a la fecha de terminación del
contrato, so pena de que éste se considere renovado o prorrogado en las mismas condiciones
y por el mismo término del contrato inicial. Se exceptúan de lo dispuesto en este artículo los
casos en que el inmueble sea ocupado o demolido por orden de autoridad competente.”
(Negrita propia)

Sin embargo, como se ha venido sosteniendo y se probará, el contrato que está
actualmente vigente comenzó en marzo de 2020 y tiene un periodo de duración de
cinco años. En este caso el señor Parra pasó el desahucio en el mes de agosto de 2021,
casi tres años antes del vencimiento del contrato vigente por lo que en este momento
no se puede declarar terminado el contrato o hablar de una no renovación en marzo
de 2022 porque al contrato vigente le falta mucho tiempo para finalizar.

Esta parte demandada entiende que por el desahucio que allegó el señor Parra,
después del mes de marzo del año 2025 no se renovará automáticamente el contrato
que, en los términos literales del artículo 520 del Código de Comercio sería una
renovación automática de un año por haber sido ese el término inicialmente pactado
en el contrato primigenio de 2004. No obstante, eso no es óbice para que se respete el
contrato que está actualmente vigente y que termina en marzo del año 2025 de
acuerdo con lo que pactó mi cliente con el arrendador desde el 2010 y se ratificó a
finales de 2019.

Es decir, el contrato se renovó en el mes de marzo del año 2020, por un periodo de
duración de cinco años, y el desahucio se le allegó a mi cliente en agosto de 2021, por

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr016.html#518


lo que esa comunicación cobrará validez una vez termine el contrato vigente que
finaliza en marzo de 2025.

III. HECHOS Y FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO PARA LA
DEFENSA

Señor Juez, sea lo primero indicarle que, como se soporta con los anexos que se
adjuntan, mi cliente durante los más de 18 años que lleva como arrendatario del
inmueble objeto de este procedimiento ha cumplido de manera ejemplar con el pago
del canon de arrendamiento.

Desde el mes de marzo del año en curso el arrendador decidió no aceptar el canon
de arrendamiento por lo que mi cliente, en estricto cumplimiento de los términos
pactados para el pago de los cánones, ha consignado al Banco Agrario, con su debida
comunicación por correo certificado al señor Parra González, los primeros cinco días
de cada mes desde el mes de marzo hasta el día de hoy.

Sobre el tema de fondo, es importante resaltar que en el contrato firmado en 2004, en
estricto sentido técnico legal, no ha tenido prórrogas sino que lo que se ha dado
realmente en el contrato es múltiples renovaciones (cambios de condiciones
contractuales) que se han acordado de manera verbal entre mi cliente y el señor Lelio
Parra González.

Así, el señor Parra González sí envió un desahucio el día 2 de agosto del año 2021
invocando la excepción a la renovación automática del contrato de arrendamiento
contenida en el numeral 2 del artículo 518 del Código de Comercio. No obstante, este
desahucio lo envió con más de 3 años de anticipación al término de terminación del
contrato vigente que vence en el mes de marzo del año 2025.

Como se probará dentro de este proceso por medio de una declaración de parte del
señor Luis Alejandro Ricaurte, los testimonios de la señora Sonia Sayago Nieto y
Katheryn Paola Ricaurte Sayago, y un interrogatorio al demandante, en el mes de
marzo del 2010, el señor Parra González acordó con el señor Luis Alejandro Ricaurte
que, de cara a la seriedad en el cumplimiento del contrato y la necesidad del señor
Ricaurte de tener mayores garantías sobre un punto de venta que en ese momento
llevaba 6 años de consolidación, que el contrato desde ese momento tendría un
término de duración de 5 años, término que se renovaría automáticamente al
vencimiento de cada periodo por un término igual, sin perjuicio de que año por año
se revisara y ajustara el canon de arrendamiento de acuerdo a la condiciones del
mercado, que en la práctica consistía en que mi cliente aceptaba el incremento del
arriendo que el señor Parra González decidía.

Desde marzo de 2010 hasta la fecha, ese acuerdo contractual sobre el término del
contrato se ha renovado en dos ocasiones. La primera en marzo de 2015 y la segunda
en marzo de 2020 respetando el periodo de cinco años pactados.



En ese sentido, el periodo contractual que está actualmente vigente culmina en
marzo del año 2025. Lo anterior implica que, aunque el desahucio se dio en
cumplimiento de lo demandado en el artículo 520 del Código de Comercio que
demanda al menos seis meses de antelación a la terminación del contrato, la
terminación del contrato no se puede efectuar sino hasta la fecha en que este finaliza
que es, se insiste, marzo de 2025.

Lo anterior implica que el arrendador no está honrando lo acordado por él y mi
cliente, pretendiendo que se termine de manera anticipada y arbitraria un contrato
que está vigente hasta marzo del año 2025. De esa manera, aunque mi cliente ha
cumplido de manera irrestricta con lo pactado con el señor Parra, intentando ceder
en todo lo posible llegando al punto de aceptar subidas en el canon de
arrendamiento al arbitrio del arrendador, el señor Parra González no está
cumpliendo con lo acordado acerca del término contractual pactado y pretende que
le avalen ese incumpliemiento judicialmente.

En consonancia con lo anterior, y de acuerdo con el desahucio que le fue enviado a
mi cliente, el señor Ricaurte se compromete a entregar el inmueble arrendado en el
mes de marzo del año 2025 como lo demanda la legislación civil y comercial
precitada y los términos contractuales pactados entre mi cliente y el señor Parra
González.

IV. PETICIONES

1- Sírvase declarar probada la excepción de pago
2- Sírvase imponer la sanción contemplada en el artículo 384 del Código General del
Proceso consistente en el 30% de los valores depositados, que eran supuestamente
adeudados, que ascienden a la suma de veintitrés millones cuatrocientos mil
(23´400.000) pesos.
3- Sírvase declarar probado que el contrato de arrendamiento suscrito entre el señor
Luis Alejandro Ricaurte y el señor Lelio Parra González se renovó en el mes de
marzo del año 2020 por un periodo de cinco años, por lo que terminará hasta el mes
de marzo de 2025.
4- Como consecuencia de las peticiones anteriores, sírvase rechazar cada una de las
pretensiones de la demanda.
5- Sírvase condenar en costas procesales a la parte demandante.



V. PRUEBAS

Señor Juez, le solicito decretar las siguientes pruebas:

A. DOCUMENTALES.

1. Las aportadas con la demanda
2. Soporte de pagos del año 2021 y año 2022
3. Soporte de consignaciones al Banco Agrario con la correspondiente comunicación
certificada al señor Parra González de los pagos del canon realizados del mes de
marzo de 2022 hasta la fecha.
4. Contrato de arrendamiento completo

B. DECLARACIÓN DE PARTE:

LUIS ALEJANDRO RICAURTE identificado con cédula de ciudadanía No.
13.478.470 que resulta conducente, pertinente, útil y necesaria para demostrar el
término contractual que está rigiendo actualmente y que hace improcedente la
demanda.

C. TESTIMONIOS

SONIA SAYAGO NIETO identificada con cédula de ciudadanía 60301751 que resulta
conducente, pertinente, útil y necesario para demostrar el término contractual que
está rigiendo actualmente y que hace improcedente la demanda. Se podrá hacer la
respectiva citación al correo: sayagosonia2@gmail.com

KATHERYN PAOLA RICAURTE SAYAGO identificada con cédula de ciudadanía
1020740134 que resulta conducente, pertinente, útil y necesario para demostrar el
término contractual que está rigiendo actualmente y que hace improcedente la
demanda. Se podrá hacer la respectiva citación al correo
katherynpaola26@gmail.com

D. INTERROGATORIO DE PARTE

Sirvase citar a interrogatorio de parte al señor LELIO PARRA GONZALEZ
identificado con cédula de ciudadanía 4.093.858. que podrá citarse en la siguiente
dirección: Carrera 49a #128c-24



VI. NOTIFICACIONES

Tanto mi cliente como yo recibiremos notificaciones en el correo electrónico
orlandogonzalezgqn@gmail.com

VII. ANEXOS

1- Lo enunciado en el acápite de prueba
2- Poder especial

Con toda atención,

ORLANDO J. GONZÁLEZ R.
C.C. No. 1.0032.463.557 de Bogotá
T.P. No. 299,158 del C.S. de la J.











































Fwd: Contestación de la demanda - Radicado: 11001400303320220022900

Orlando González Ricaurte <orlandogonzalezgqn@gmail.com>
Jue 4/08/2022 2:33 PM
Para: Juzgado 33 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <jcmpl33bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (2 MB)
Contestación con anexos Sr. Ricaurte.pdf;

Buenas tardes, 

Favor acusar recibo de la contestación enviada el día de ayer. 

---------- Forwarded message ---------

De: Orlando González Ricaurte <orlandogonzalezgqn@gmail.com>

Date: mié, 3 ago 2022 a la(s) 14:44

Subject: Contestación de la demanda - Radicado: 11001400303320220022900

To: <jcmpl33bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>


Cordial saludo, 

Me permito allegar contestación a la demanda junto con sus anexos en el término legal
correspondiente. 

Con toda atención, 

Orlando J. González R. 
C.C. 1.032.463.557
T.P. 299.158
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